PROYECTO DE LEY

El Senado y la Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires sancionan con fuerza de

LEY

AUDIENCIAS PÚBLICAS
ARTICULO 1º: - Institución - Establécese por la presente ley el sistema de Audiencias Públicas, instituto mediante el cual los ciudadanos podrán participar de los procesos de decisión ejecutiva y legislativa, recibiendo y ofreciendo la máxima información para determinar en los casos sometidos a examen.

ARTICULO 2º: Definición-  Las Audiencias Públicas, convocadas obligatoriamente o por propia decisión de los organismos públicos, serán de carácter consultivo o informativo, según el asunto a tratar. Este instituto fomenta el diálogo, el debate, el intercambio de opiniones y la búsqueda de consenso entre los representantes y los representados sobre temas de gran importancia provincial.

ARTICULO 3º: Objeto- Toda vez que un organismo público provincial deba decidir sobre la aprobación o ejecución de un proyecto o iniciativa, que por su importancia o características comprometa bienes de la comunidad o afecte recursos de la provincia, o por el que, en alguna forma, se pueda incidir negativamente sobre la calidad de vida de sus habitantes, deberá convocarse a una o más Audiencias Públicas, con carácter consultivo.

ARTICULO 4º: Convocatoria - La convocatoria a Audiencia Pública será realizada por la dependencia competente del Poder Ejecutivo, la Legislatura de oficio o a pedido de un grupo de habitantes que representen, como mínimo, el tres por ciento ( 3% ) del padrón electoral. 

ARTICULO 5º: Carácter- Las Audiencias Públicas, según el asunto a tratar, podrán ser de carácter:

a) Informativo en los casos de divulgación y fundamentación a la comunidad de temas de interés provincial o regional

b) Consultivo en los casos que se deba decidir sobre la aprobación o ejecución de un proyecto, que por su importancia o características comprometa bienes de la comunidad o afecte recursos públicos, o por el que, en alguna forma, se pueda incidir negativamente sobre la calidad de vida de sus habitantes.
c) Específico en los casos de proyectos en consideración por la Legislatura, para los cuales se requiera la consulta a funcionarios, representantes de organizaciones y/o particulares con incumbencia e los asuntos a tratar, quienes serán los únicos participantes.    
Las cuestiones vertidas en la Audiencia Pública, sean estas, informativas, consultivas o específicas, no serán vinculantes para la autoridad convocante al momento de dictaminar sobre el asunto objeto de consulta.

ARTICULO 6º: Obligatoriedad- La Audiencia Pública será de convocatoria obligatoria y de carácter consultivo para: 

1) La Legislatura en lo referente a los siguientes asuntos:
a) Reforma constitucional.

b) Presupuesto General de Gastos y Cálculo de Recursos.

c) Creación o modificación de impuestos, contribuciones o tarifas de servicios públicos.

d) Privatización de empresas o servicios públicos provinciales.

2) El Poder Ejecutivo en lo referente a los siguientes asuntos:

a) Proyectos de obras públicas que por su magnitud o características especiales pudieran  afectar negativamente al medio ambiente en un  importante sector del territorio provincial.

b) Proyectos privados a autorizar por el Estado provincial que por sus características pudieran generar consecuencias importantes de carácter  social, económico o ambiental
ARTICULO 7º: Impugnaciones- En todos los casos indicados en el artículo precedente, la no convocatoria de la Audiencia Pública o su falta de realización por causa imputable a la autoridad, podrá fundar la impugnación de los actos administrativos que se produzcan en consecuencia.

ARTICULO 8º: Registro-  Con una antelación no menor a quince (15) días hábiles de la fecha prevista para la realización de la Audiencia Pública, en sede provincial se abrirá un registro en el cual podrá inscribirse toda persona física o jurídica, organizaciones, organismos públicos o autoridades que soliciten asistir y/o intervenir en la misma. Dicho registro permanecerá abierto durante diez (10) días hábiles. El registro con la nómina de las entidades en condiciones de participar y la lista de oradores serán publicadas en el Boletín Oficial cuarenta y ocho (48) horas antes de la realización de la Audiencia Pública.
ARTICULO 9º: Asamblea- Las audiencias serán públicas y presididas por quién designe la autoridad convocante. Se deberá levantar acta de las exposiciones que se realicen.

ARTICULO 10º: Participantes- Tendrán voz en la Audiencia Pública:

a) Los invitados por la autoridad convocante.  

b) Los representantes de las entidades inscriptas.

c) Los funcionarios vinculados al tema.

            d) Otras personas físicas o jurídicas registradas en la lista de oradores

ARTICULO 11º: Especialistas- Podrán intervenir, a requerimiento de la autoridad convocante o de quienes cuenten con legitimación para ser parte, especialistas e investigadores en la materia a tratar, provenientes de universidades, fundaciones, asociaciones civiles y centros de estudio e investigación legalmente reconocidos.

ARTICULO 12º: Lugar- Las Audiencias Públicas se realizarán en el lugar que determine la autoridad convocante en atención a las circunstancias del caso y al interés público comprometido.

ARTICULO 13º: Difusión- El o los temas a tratar en la Audiencia Pública, así como el día, hora y lugar de realización de la misma, serán publicados con una antelación no menor de treinta (30) días en el Boletín Oficial, y en los medios periodísticos de mayor difusión de la provincia. También se dispondrá la publicación en los medios del lugar en el que el proyecto pudiera tener sus efectos. 

ARTICULO 14º: Consultas- Las partes interesadas dispondrán del mismo plazo indicado en el artículo precedente para realizar consultas respecto al proyecto a tratar en la Audiencia Pública. A tal fin se determinará  una oficina en la que se mantendrá copia de la documentación original de la misma.

ARTICULO 15º: Asesoramiento- El Órgano convocante deberá brindar en dicha sede asesoramiento a los interesados que lo requieran. Las Organizaciones No Gubernamentales (ONG) relacionadas con el tema a tratar también podrán ofrecer, a su cargo, asesoramiento en la misma sede y horario.

ARTICULO 16º: Presencias-: Las Audiencias Públicas, sean estas informativas, consultivas o específicas, podrán ser presenciadas por el público en general, el que podrá participar mediante la formulación de preguntas por escrito, previa autorización del presidente de la Audiencia.

ARTICULO 17º: Reglas- En el inicio de la Audiencia, previo a toda intervención, el presidente de la misma anunciará las reglas procesales bajo las cuales se desenvolverá aquella.

ARTICULO 18º: Acta- Todas las posiciones expuestas quedarán sentadas en un acta que será rubricada por el Presidente y dos (2) miembros de la Asamblea. Las sesiones serán registradas en grabación audiovisual y en versión taquigráfica. No se tomará votación alguna. Ha pedido del interesado, el presidente podrá disponer que se anexen por escrito en el acta, comentarios, observaciones o datos complementarios de la exposición que sean pertinentes y bajo firma responsable debidamente identificada.

ARTICULO 19º: Dictamen- Realizada la Audiencia Pública, la Autoridad convocante considerará las impugnaciones y observaciones que se hubiesen formulado, emitiendo dictamen que deberá ser publicado con carácter previo a la decisión final referida al asunto tratado.
ARTICULO 20º: Reglamentación- El Poder Ejecutivo y la Legislatura dictarán sus propios Reglamentos y establecerán los requisitos y condiciones que los ciudadanos deberán cumplimentar para regular su funcionamiento.

ARTICULO 21º: Comisión Bicameral- Una Comisión Bicameral compuesta por tres (3) Senadores y tres (3) Diputados será la encargada de todo lo atinente a las Audiencias Públicas que convoque la Legislatura en un todo de acuerdo a lo establecido en la presente ley.
ARTICULO 22º: Derógase la ley 13569.   
ARTICULO 22º: Comuníquese al Poder Ejecutivo.
FUNDAMENTOS
Introducción 

La democracia moderna es un sistema político dinámico y en constante transformación. Cada vez más, sectores excluidos de la participación política, entendida como participación en los procesos de toma de decisiones, pugnan por incorporarse a los órganos legitimados por la voluntad popular para adoptar decisiones obligatorias para todos, o por lo menos, incidir en su adopción. Es indudable que la discusión se centra en determinar quienes pueden participar en dichos procesos y como lo hacen.

 Desde el funcionamiento de sistemas democráticos directos, como la democracia griega, hasta la organización democrática indirecta, a través de sistemas de representación, ha corrido -y corre- mucha tinta.

 Un sistema de democracia integral puede contener formas de democracia directa y de democracia representativa, las que son perfectamente compatibles entre sí, apropiadas a diversas situaciones y exigencias. Son dos sistemas que pueden integrarse recíprocamente.

  Creemos con Norberto Bobbio (“El Futuro de la Democracia”- pag.12 y siguientes), que tal discusión no se resume en análisis excluyente entre dos polos antagónicos, sino que de ambos sistemas pueden conformarse reglas que hagan compatibles el funcionamiento de instituciones correspondientes a ambos regímenes. Hoy no nos satisface un sistema solo de representación. Estamos asistiendo a la extensión del proceso de democratización a través de formas de participación cada vez más directas.

La democracia como método está abierta a todos los posibles contenidos pero es muy exigente en cuanto a requerir el respeto de las instituciones. Esto es, un gobierno de las leyes, derivado de leyes fundamentales que determinan lo que los gobernantes deben hacer, pero también como han de ser dictadas las leyes vinculando antes que a los ciudadanos, a los propios gobernantes. Un ordenamiento de este tipo, es decir, el de un Estado democrático, solo es posible si aquellos que ejercen los poderes pueden ser controlados por quienes son los poseedores originarios del poder, o sea cada uno de los individuos.
 Nuestro sistema democrático está aún muy lejos de ser exigente con sus premisas básicas, como son el respeto por sus reglas fundamentales. Ampliar la democracia en su esfera política implica incluir a más miembros en el contexto del proceso de la toma de decisiones, que una vez adoptada por quienes legítimamente están facultados para ello, se convierten en preceptos obligatorios para todos los miembros de la comunidad.

   En la búsqueda de nuevos horizontes para la democracia ciudadana, la audiencia pública ocupa un lugar primordial. Porque contribuye a canalizar la expresión de una voluntad colectiva, siempre superior a la voluntad individual.

Como señala Michel Rocard (“La Acción Socialista Hoy”, Cuadernos de Formación PSP Nº 1 - pag. 7), creemos en la posibilidad y virtudes de la voluntad colectiva. Esta posee la inteligencia y el valor suficiente como para hacer prevalecer el interés de todos sobre los egoísmos individuales. En este sentido, debemos poner en marcha mecanismos que canalicen esta voluntad.

            Nos toca dar vida a un espacio público de deliberación, que además de contribuir a la formación y expresión de una voluntad colectiva, confiera transparencia y visibilidad al ejercicio del poder para adoptar decisiones, ya sean legislativas o de la Administración.

El agotamiento de este modelo, puesto en marcha hace años, ya no da respuesta a las necesidades de la comunidad, esta ha dado paso a otra realidad, la del hombre concreto cuya experiencia diaria nos demuestra que no se siente representado.

En cuanto a los efectos sobre la ciudadanía, Pedro Tarak (“La Democracia Participativa y las Audiencias Públicas: una propuesta para la gestión ambiental”) destaca los siguientes: protagonismo cotidiano, frustración mitigada y reducción de la violencia, derecho a la opinión y objeción, la decisión no como hecho consumado  sino socialmente aceptado, experiencia educativa, expresión solidaria que induce a la tolerancia, contribuye a igualar las oportunidades de participar, constituye una experiencia integradora, contribuye al surgimiento de líderes naturales en el sector cívico.

Consideramos que la participación da a la democracia un contenido social posibilitando que los derechos reconocidos en la Constitución se concreten a la realidad cotidiana. Ella desarrolla la solidaridad frente al individualismo y atenúa la competitividad que impide la solución equitativa de los problemas, a la par que permite el conocimiento de la realidad y, en consecuencia, determinar responsablemente la dirección en que se quiere transformarla. Ella posibilita colocar las instituciones al servicio de las necesidades sociales.
En definitiva la participación mejora el resultado y la eficiencia de toda gestión social y mejora al hombre porque lo hace artífice  de su destino. La participación no ha de limitarse a los individuos aisladamente considerados, debe también fomentarse la participación de los grupos y asociaciones intermedias. Se debe institucionalizar la participación de los diversos sectores socioeconómicos de la sociedad a la hora de la toma de decisiones fundamentales relativas a la distribución de la riqueza y al mejoramiento de las condiciones sociales de vida.
La evolución constitucional del último siglo indica que la participación ciudadana no se debe limitar a la emisión del voto en las elecciones periódicas, sino que debe promoverse e incentivarse haciéndose común y cotidiana en todos los ámbitos posibles.

No promover canales adecuados para la participación produce un efecto muchas veces hostil de la comunidad, considerando al gobierno como algo ajeno a ella, distanciado, carente de comunicación entre los que deciden institucionalmente y los gobernados.

La no coincidencia del consenso social con el consenso político revela la imposibilidad de identificación entre gobernante y gobernados. Se produce así una crisis de legitimidad y de credibilidad, sobreviniendo por parte de estos últimos descontento, malestar o apatía por la cosa pública.

La legitimidad engloba el proceso a través de la creación de mecanismos y dispositivos constitucionales e institucionales que posibiliten la participación de todos los componentes de la realidad.

La existencia de estos mecanismos puede incidir positivamente sobre la eficacia y la efectividad del gobierno, valores éstos componentes de la legitimidad que se pretende aumentar.

La eficacia se refiere a la capacidad del gobierno para encontrar soluciones a problemas básicos y dar satisfacción, en consecuencia, a las demandas sociales. La efectividad, subordinada a la anterior, se refiere más a la capacidad de llevar realmente a la práctica las medidas políticas pertinentes para la solución de aquellos problemas básicos.

Esta etapa democrática por la que avanzamos necesita enriquecerse con la capacidad realizadora de la comunidad toda. La ausencia de participación de los destinatarios de las decisiones impide también visualizar, por parte de éstos, las responsabilidades y obligaciones a las que están sujetas, distorsionando su papel protagónico esencial.

Por lo tanto es necesario crear en la órbita provincial los mecanismos participativos que permitan la expresión de la comunidad, sea en forma individual como a través de sus instituciones representativas.

Antecedentes

Del conocimiento de los hechos por parte de la comunidad sobre las diversas materias de su importancia, con el transcurso del tiempo la población pasó a querer participar del procedimiento de elaboración de las decisiones, ya en las fases de su planificación.

En Francia, desde 1917, se lleva a la práctica un procedimiento de consulta previa llamada "enquête publique". Tal sistema prevé la presencia en el lugar interesado de un comisario designado por la administración, que recoge las observaciones escritas que las personas les hacen llegar. No había, todavía, un encuentro formal y obligatorio entre los ciudadanos con los administradores públicos.

En los Estados Unidos se practica un sistema de "open meetings" y de "public heamings", mostrando una administración abierta donde el público puede participar, asistiendo a reuniones de la administración pública y teniendo la oportunidad de presentar, oralmente, o por escrito, su punto de vista.

Además del conocimiento con mayor profundidad de las pretensiones de la Administración Pública, la población puede opinar. Con todo, no es una votación de los ciudadanos residentes en el lugar. De esta forma la población que va a ser afectada por las consecuencias de la decisión no manifiesta una formal y vinculante posición sobre la actitud de la administración. Es un hecho a ser subrayado, pues esa consulta pública puede generar grandes decepciones, cuando se ve a la Administración Pública decidiendo manifiestamente en contra de las opiniones de los administrados consultados.
La consulta pública, por otra parte, tiene grandes ventajas principalmente cuando, por ejemplo, el sistema norteamericano (Administrative Proceder Acto. - 553c) determina que habiendo relevancia en las consideraciones presentadas, sean incorporadas a la decisión.

La expresión audiencia deviene de la palabra inglesa "hearing". Según el diccionario "Hearing: An opportunity to be heard as in a cour" (Standard Encyclopedic Dictionary). "Audiencia: acto de escuchar un Jefe de Estado u otra autoridad a las personas que exponen, reclaman o solicitan algo" (Enciclopedia Ilustrada Sapiens).

Las Audiencias Públicas que proponemos están basadas en las "public hearings" ante las comisiones (comittees) de los órganos legislativos de los Estados Unidos, que permiten a las organizaciones sociales una posibilidad más para el ejercicio de su influencia. Todos tenemos alguna idea de su actuación a través de los medios masivos de difusión.

Cabe destacar que el fenómeno del crecimiento del Poder Ejecutivo se ha hecho sentir en estas relaciones. Desde que la mayoría de las iniciativas de ley son elaboradas por el Ejecutivo, la mayor parte de las organizaciones sociales no se dirige a los diputados personalmente ni a las comisiones; prefiere, durante la elaboración de un anteproyecto de ley de su interés dirigirse directamente al Ejecutivo, a los Ministros y Secretarios o a la burocracia; incluso se establecen verdaderas cabezas de puente en la burocracia misma, lo que significa que ejercen estas organizaciones como "influencias externas" (J. La Palombara, Th Adalid and Limitations of Interest Group Theory; in North - American Field Situations; en Journal of Política, Gainesville (Fla) 22 (1960), cap 1 pág. 391).

Ni el Ejecutivo ni la burocracia consideran la colaboración de las organizaciones sociales como una injerencia indeseable. Incluso, algunas veces el Estado ha colaborado en la organización de agrupaciones de intereses que no existían con anterioridad, para crearse un interlocutor (Potter, cap. 1, pág. 32).

En la Argentina la Audiencia Pública no se ha constituido aún en una práctica común de las comisiones de los órganos legislativos y deliberativos, sin perjuicio de lo cual distintas organizaciones sociales suelen ser recibidas para escuchar sus opiniones o peticiones, aunque en audiencias no públicas. No obstante, nada hay en las respectivas Constituciones o Leyes que lo impida; bastaría con que los respectivos reglamentos internos de aquellos cuerpos lo establezcan y para ello, convendría recoger la rica experiencia extranjera para arrancar sobre una base cierta y no ilusoria.

Mas aún, esta forma de la participación puede ser practicada de inmediato, sin reforma legal de ningún tipo. Como no existe prohibición al respecto, nada impide que las comisiones o el órgano a que ellas sirven (Cámara, Consejo), reunido "en comisión", reciban ante sí  a personas u organizaciones sociales interesadas en el asunto en tratamiento, a fin de intercambiar información y opiniones respecto al mismo.

La participación se ha institucionalizado en varios lugares en el país bajo las formas de iniciativa popular y consulta, lográndose resultados favorables. En todos los ejemplos se observa un acercamiento de la comunidad a la administración, para dar respuesta a necesidades generales o de determinados sectores.

En San Juan y Mendoza, se han establecido las comunidades de regentes o tenedores de fondos sobre el curso de ríos de la zona, siendo necesaria la regulación colectiva para la distribución equitativa del agua. En Corrientes se ha regulado la participación popular en aquellos temas referidos al medio ambiente en el Código de Recursos Naturales - ley 3607 -. Se previó también en la Ley 4754 de Córdoba en el año 1964, por la que tienen derecho a iniciativa en la sanción de ordenanzas, los electores que representen el 10% del registro cívico municipal.

En el texto de las constituciones sancionadas en los últimos años, como las de Salta y San Juan entre otras, prevén expresamente la garantía de la democracia participativa, a través de las leyes y reglamentos (artículos 75 y 4 respectivamente).

De hecho, la audiencia pública ha tenido algunas manifestaciones en nuestro país; por ejemplo, en el Senado de la Nación, se propuso el 3 de marzo de 1984, como enmienda al Reglamento Interno de la Cámara, la incorporación de la Audiencia Pública como mecanismo de consulta. La Cámara de Diputados de la Nación, el 27 de setiembre de 1984, trató en audiencia pública la creación en el noroeste argentino del Parque Interzonal El Aconquija. En el año 1985 se convocó a Audiencia Pública para determinar, de acuerdo a la opinión de los expertos, cual era el papel del Parlamento Nacional respecto a la temática "Contaminación de los ríos Reconquista, Luján, Tigre y Bajo Paraná".

En el año 1990, al crearse la Comisión Nacional de Telecomunicaciones por Decreto 1185/90, se estableció en el Capítulo VII - Fiscalización y Control, mas precisamente en el inciso a) del Artículo 30, la aplicación del sistema de audiencias públicas. Posteriormente el Ministerio de Economía, Obras y Servicios Públicos mediante la Resolución 1420/94 (B.O. del 17/11/94) aprobó un Reglamento de audiencia pública para la discusión del régimen tarifario de las empresas telefónicas. El 21 de noviembre de 1994 se realizó la primera audiencia pública, convocada por el mencionado Ministerio.

El Artículo 3 de la Resolución 381/95 del Ministerio de Obras y Servicios Públicos claramente dispone la realización de una audiencia pública con carácter previo al dictado del acto administrativo que tenga por efecto modificar las estructura tarifaria del servicio de telecomunicaciones, quedando de este modo configurada una verdadera autolimitación de al Administración, por constituir un requisito esencial de la formación de la decisión definitiva que aquella deba emitir.

La celebración de la audiencia contemplada en el Artículo 3 de la Resolución 381/95 configura un requisito insoslayable para la reestructuración tarifaria del servicio telefónico básico, no tratándose de un acto exclusivamente interorgánico sino de un complejo de actos insertos en un procedimiento determinado y que posee indudables y seguras repercusiones externas en la relación existente entre la Administración-prestadores-usuarios de un servicio público esencial.

De acuerdo a lo dispuesto por los Artículos 7 y 30 del Decreto Nº 1185/90 y sus modificatorios, la Comisión Nacional de Comunicaciones podrá llamar a audiencia pública o formular documento de consulta regulatoria, previa a decidir temas de grave repercusión social o expresamente previstos por la Ley. En ese sentido dicho organismo aprobó por Resolución 57/96 el "Reglamento General de Audiencias Públicas y Documentos de Consulta para las Comunicaciones". El día 30 de enero de 1996 se realizó la correspondiente audiencia pública.

.

La aplicación del procedimiento de la audiencia pública, es una  práctica común en los sistemas de control de los servicios públicos. En nuestra provincia la Ley 11769, sancionada el 4 de enero de 1996, que estableció el marco regulatorio para la generación, transporte y distribución de la energía eléctrica, incorporó en varios artículos la organización y aplicación del régimen de audiencias públicas para los organismos y los procedimientos de control (Artículos 60 inc. d. y 66).

La Ley de Procedimiento Administrativo de la Provincia de Buenos Aires -Ley 7467- en su artículo 124 autoriza a someter a información pública la iniciativa que tienda a modificar o sustituir una norma legal o reglamentaria, con consulta a entidades gremiales, profesionales o que representen intereses de carácter general. Resulta demostrativa la previsión de las ideas que pueden acercar la comunidad al manejo de la cosa común. Es también antecedente para la implementación de la propuesta, ya que no choca con normas prohibitivas o de reforma, que dilaten su puesta en marcha.

También puede encontrarse otros ejemplos de audiencias públicas en algunas legislaturas provinciales y concejos municipales. En este último caso cabe destacar la realización de numerosas audiencias públicas, en las que fueron tratados temas de importancia  para la comunidad, en el Honorable Concejo Deliberante del Partido de Gral. Pueyrredón. Dichas audiencias promovidas desde las comisiones o desde la propia presidencia del Cuerpo a petición de organizaciones intermedias, se han venido desarrollando desde el año 1989 hasta el presente.

En 1959, en el Partido de General Madariaga fue sancionada una ordenanza mediante la cual se materializaba una preocupación acerca del Partido para mejorar los problemas urbanos. En el artículo 6º de la ordenanza se menciona la necesidad de hacer consultas periódicas con grupos y personas representativas del vecindario permanente y transitorio, así como de las fuerzas vivas y los organismos públicos que actuasen en el territorio del Partido pudiendo organizar comisiones honorarias consultivas para el progreso técnico de los estudios del programa o que los planes requiriesen.

En 1963 se encomienda a un grupo de planificadores urbanos la implementación de un plan para el desarrollo de la ciudad. Fue una demanda concreta que formularon los vecinos de Batán y Estación Chapadmalal a través del Municipio de General Pueyrredón. La demanda consistía en una mejora urbana para la formulación de otro núcleo urbano en proximidades de Mar del Plata. La ordenanza se reglamentó el 10 de marzo de 1965. ("Política Municipal y Participación", Del Bruteo, Bibiana - pag. 46).

Propuesta

La forma más eficaz para las consultas a la población son las audiencias públicas, previas a la adopción de decisiones. Tales audiencias pueden tener lugar en dos ámbitos: el parlamentario y el de la administración pública. Para el primero, una mera adición a los reglamentos de los respectivos cuerpos que presiden el modo de obrar de sus comisiones basta para hacerlas obligatorias y organizar sus procedimientos. La experiencia de los EE.UU., Canadá y Costa Rica es relevante al respecto.

En la esfera de los poderes administradores también bastan decretos, que pueden expedir en virtud de potestades que tienen ("reglamentos autónomos") para organizar tales audiencias como paso previo a sus decisiones. Pero si fuese una ley la que las impusiese, existiría además la ventaja adicional de que la validez de las decisiones administrativas tomadas en omisión de tal requisito -impuesto en garantía de derechos ciudadanos- podría ser impugnada ante los jueces, como ocurre en Australia. No porque los jueces tengan autoridad para revisar las conveniencias de las decisiones políticas sino porque pueden garantir que las reglas procesales -el debido proceso legal- sean observadas.

Por ese camino puede darse oportunidad de expresión a los individuos interesados y a las organizaciones intermedias, es decir a que la fuerza creadora del pueblo tenga oportunidad de expresión. Algunas obras públicas suntuarias podrían ser ahorradas entre nosotros si se hubiesen celebrado audiencias públicas. Las "cartas de lectores" en los diarios no bastan.

Las audiencias públicas pueden constituirse en foros donde se realice una auténtica defensa de los intereses del pueblo. En las mismas se brinda la oportunidad para que confronten las opiniones de los promotores de importantes iniciativas con otras emanadas de la comunidad. Pero la decisión final sobre costos y oportunidades, las prioridades en las inversiones públicas y la calidad técnica de los proyectos (en el caso de obras públicas) está reservada en la Argentina, por la Constitución, a los poderes co-legisladores, quienes, a través de las audiencias públicas pueden adquirir información indispensable.

Como forma participativa, la Audiencia Públicas es un instituto mediante el cual los ciudadanos pueden participar del proceso de decisión ejecutiva y legislativa de los asuntos de la comunidad, recibiendo y ofreciendo la máxima información para determinar en el caso sometido a examen.
La Audiencia puede ser convocada por los órganos de gobierno - Ejecutivo y la Legislatura - o por pedido de ciudadanos representativos del 3 % del padrón electoral
La Audiencia tiene carácter consultivo para los cuerpos representativos, los que tomarán en cuenta los resultados de la Audiencia. Se pretende con esta metodología profundizar la democracia representativa, sin sustituirla, tendiendo a concretar la participación declamada.

La Audiencia puede ser de información en los casos de divulgación y fundamentación a la comunidad de temas de interés provincial o regional. En forma potestativa los órganos de gobierno o la comunidad podrán pedir Audiencia Pública de consulta para el tratamiento de temas del más variado interés.

La audiencia pública sirve de marco para que la mayor cantidad de opiniones favorables o desfavorables se expresen públicamente en una misma oportunidad y se incorporen a la decisión final. La voluntad popular incide con su presencia, sobre las decisiones de los órganos de gobierno, dando inmediatez e incidencia a la participación ciudadana, consolidando el crecimiento de la sociedad y de sus entidades intermedias, dando oportunidad de perfeccionamiento a la población en cuanto este mecanismo hace que la máxima información poseída por la comunidad sea transferida a los electos, mejorando la calidad de las acciones de gobierno. 

